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S
i nos hubiésemos apegado a las instrucciones de la Corte Constitucional nunca hubiera sido necesario la expedición de una reglamento de procedimiento para ser aplicado entonces por la Junta Central de Contadores y hoy por su Tribunal Disciplinario. Pero la mala formación de todos nos llevó a esa providencia, que ha sido cambiada varias veces, sin dejar de ser un dolor de cabeza. Realmente no hace falta una extensión tan grande como la que se presenta en el anteproyecto preparado por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública. En la rama judicial las cosas se hacen tal manera que todos los magistrados tienen auxiliares que leen y les comentan los hechos y los proyectos de fallo que corresponden a los demás. En verdad no sabemos esto cómo se hace en el citado Tribunal; lo cierto es que en más de una ocasión nos queda la sensación que se falla ad – referéndum de la mayoría. En este orden de ideas nos parece innecesario el artículo 24 del anteproyecto. Mejor sería que se definieran por la aplicación del Código General del Proceso, como lo hace, en aproximadamente 16 veces, el propio Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. No vemos qué sentido tiene apartarse de esta posición. Luego de aludir a la primera y segunda instancia se resuelve hablar de las subsecciones y la sección. Se adopta el criterio de la mayoría simple para decidir, es decir, 2 de 3 o 4 de 6. Luego el anteproyecto pasa a referirse a lo que bautiza como Sala Disciplinaria de Inspección, Vigilancia y Control. Claro que es inspección, vigilancia o control. Se exigen 15 años de experiencia no calificada y la ausencia de sanciones disciplinarias. Esto nos parece un ultra efecto de los castigos que operaría más allá de la prescripción de las penas. Ahora habría 8 magistrados, 4 nombrados por el Gobierno y 4 particulares, es decir, un miembro más por los profesionales. Creemos que ninguno es realmente un representante. No pasan de ser designados o nombrados. Años atrás pensamos en que esta composición podría ser benéfica para la comunidad y para los contadores, pero no ha resultado así. Es preferible que todos sean elegidos por concurso. Se plantea que el salario sea el de un magistrado de Tribunal Superior, es decir, “Para los Magistrados de Tribunal y sus Fiscales Grado 21, tres millones quinientos noventa y ocho mil seiscientos ochenta y cuatro pesos ($3.598.684) moneda corriente, de asignación básica mensual. El cincuenta por ciento (50%) del salario mensual tendrá el carácter de gastos de representación, únicamente para efectos fiscales.”, que nos parece bajo. Además, se sigue pensando que los que sean funcionarios del Estado sigan percibiendo la remuneración que les corresponda, lo que significa continuar con los conflictos de intereses y con la falta de tiempo para atender dos funciones. A lo mejor nos callan porque toda la Rama está mal remunerada porque dizque no hay para más. Hoy en día el régimen disciplinario propio de los funcionarios públicos aplica a todos los vinculados a los órganos de la profesión. El anteproyecto al hablar de la sala pretende que se les aplique el régimen de los “funcionarios de la rama jurisdiccional del poder público”
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